WN) 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 
XLVila. Legislatura 


DIVISIÓN PROCESADORA DE DOCUMENTOS 


N? 1403 de 2012 


Comisión de 
S/C Seguridad Social 


AUTORIDADES DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA PERTENECIENTES A 
LA COMISION ESPECIAL PARA EL TRATAMIENTO DE LAS PENSIONES 
GRACIABLES Y EL SENOR REPRESENTANTE JORGE GANDINI 


COORDINADORA DE JUBILADOS Y PENSIONISTAS DEL URUGUAY 


Delegación 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 7 de noviembre de 2012 


(Sin corregir) 


Preside: Señor Representante Alberto Perdomo Gamarra. 


Miembros: Señora Representante Alma Mallo Calviño y señor Representante Dionisio 
Vivian. 


Delegado 
de Sector: Señor Representante Pablo D. Abdala. 


Asiste: Señor Representante Jorge Gandini. 
Invitados: Por Autoridades del Ministerio de Educación y Cultura, Director General del 
Ministerio de Educación y Cultura, señor Pablo Alvarez y doctora Silvia 


Pérez. 


Por Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, señores Héctor 
Morales, Juan Carlos Reyes y Arnold Fernández. 


PE E 


SEÑOR PRESIDENTE (Perdomo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene el agrado de recibir a la doctora Silvia Pérez, 
Presidenta de la Comisión Permanente para las Pensiones Graciables del Ministerio de 
Educación y Cultura y a un hombre de esta Casa, viejo conocido, el Director General del 
Ministerio de Educación y Cultura, señor Pablo Alvarez. 


Como es sabido, hay muchos Diputados que han planteado inquietudes acerca de 
los mecanismos que conducen al planteamiento por parte de esta Comisión de pensiones 
graciables, y en alguna oportunidad hablamos de tener esta reunión a efectos de mejorar 
ese mecanismo para darle más transparencia y claridad. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Nos habíamos comprometido a enviar un proyecto para el 12 
de agosto, pero no pudimos llegar a tiempo; hoy trajimos una propuesta que hemos 
trabajado en el Ministerio de Educación y Cultura, en la Comisión que tiene como 
finalidad dar asesoramiento técnico al Poder Ejecutivo con respecto a las pensiones 
graciables. Conocemos la posición de los Diputados de la actual Legislatura 
comprometidos en este tema. Es necesario mejorar, actualizar y modificar algunos 
instrumentos de la legislación actual. 


El país ha avanzado bastante en los últimos años en materia de jubilaciones y 
aspiramos a que algún día todos por igual vean recompensado el trabajo realizado a lo 
largo de toda la vida, independientemente de la tarea que se haya desempeñado, tenga o 
no una relación directa con la actividad productiva. Pero mientras eso no suceda, 
debemos ser capaces de reconocer a algunos compatriotas, hombres y mujeres, que 
desarrollan y aportan al bien común en la construcción de nuestra sociedad. 


La legislación actual tiene dificultades para el otorgamiento de una pensión 
graciable, y los límites objetivos son difusos. Entonces, todo queda librado 
exclusivamente a la voluntad de quienes participan en forma directa de los procesos de 
asignación. 


En la reunión que tuvimos en esta Casa vimos que necesitábamos trabajar sobre 
ciertos aspectos: la definición general de la pensión graciable, los requisitos para poder 
acceder a ella y los montos. 


En el artículo 1% se plantea el marco constitucional por el que se otorga este 
instrumento. 


En el artículo 2%, se establece que se trata de recompensas económicas que se 
otorgan a personas que han aportado servicios al país en forma significativa y perdurable 
en las distintas áreas de la actividad científica, artística, deportiva o cultural o social y 
carezcan de recursos económicos. Este es uno de los elementos que para nosotros es 
central. 


En el artículo 3% se plantean los requisitos que deberán tener las personas para 
poder acceder a una pensión graciable. 


En el artículo 4% se describe lo que se denomina "carencia de recursos propios". 
Como existen varios instrumentos para medir esto, la idea que manejamos 
-evidentemente, puede ser mejorable- es no inventar uno nuevo, sino utilizar los espacios 
especializados de la estructura del Estado que miden y evalúan estas cosas. En 
particular, el Ministerio de Desarrollo Social tiene una plataforma normativa y 
herramientas para llevar adelante estas definiciones. 


En el segundo inciso se establece una excepción, que después podremos discutir. 
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En el artículo 52 se establece la creación de una Comisión Permanente, adecuando 
la que hoy ya funciona. 


El artículo 6* exige la acreditación fehaciente de los requisitos. En el literal b) se 
mencionan qué logros deportivos son pasibles de ser reconocidos para no tener que 
hacer interpretaciones en cuanto a si corresponde o no. 


En el artículo 7* se establece que la documentación será derivada al Ministerio de 
Desarrollo Social a los efectos de que compruebe la situación económica del 
peticionante. Asimismo, se podrán solicitar informes a las distintas academias que existen 
hoy en el país para los reconocimientos científicos, culturales y artísticos, entendiendo 
que son espacios reconocidos incluso por la ley a nivel nacional que pueden asesorar 
técnicamente a la Comisión, al Poder Ejecutivo y a este Cuerpo. Sabemos que se trata de 
un escenario bastante confuso. ¿Quién tiene derecho a decir: "Ese no es un aporte a toda 
la sociedad"? Por este motivo debemos establecer un mecanismo más claro por lo que 
nos parece que la posibilidad de contar con el asesoramiento de las academias es 
importante. 


El artículo 8* refiere a la realización de los informes. 
En el artículo 10 se establecen los montos de las pensiones graciables. 


En el artículo 11 se determina la posibilidad de que las pensiones graciables sean 
compatibles con alguna otra asignación que se perciba, entendiendo que es un 
reconocimiento a la persona. 


En el artículo 12 se habla de la extinción del beneficio. 


Aunque este aspecto ya está regulado por ley, y el Ministerio de Economía y 
Finanzas forma parte de la Comisión que actualmente existe, el artículo 13 establece que 
esto deberá ser asumido por Rentas Generales. 


Por último, el artículo 14 dice que la nueva legislación no afecta las decisiones ya 
tomadas en materia de pensiones graciables. 


SEÑORA MALLO.- Quisiera saber cómo se averigua la situación económica de la 
persona. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Entendemos que el Ministerio de Desarrollo Social tiene un 
papel para jugar porque es el que tiene la posibilidad de enviar un asistente social o a 
quien entienda pertinente a fin de realizar una evaluación técnica. 


SEÑORA MALLO.- Habíamos hablado de que no se tenía que considerar 
solamente la declaración jurada de la persona o que, por lo menos, esta se hiciera con un 
escribano. Me parece bien esa forma de instrumentarlo. 


Por ejemplo, entiendo que el señor Corrales -a quien el ex Presidente Tabaré 
Vázquez puso al frente del Programa Knock out a las Drogas- necesita una pensión 
graciable porque vive con privaciones económicas. 


No querría que se cometieran injusticias. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- La idea era avanzar hacia una mayor transparencia a la hora 
de evaluar las propuestas que llegan. 


Evidentemente, las propuestas deben ser presentadas con una declaración jurada 
de sus ingresos, pero la Comisión debe manejar el informe técnico que el Ministerio de 
Desarrollo Social desarrolla con las visitas realizadas. No le correspondería a la Comisión 
contratar un asistente social; esos recursos ya existen en el Estado y deberían ser 
puestos a disposición de la Comisión. 
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SEÑORA MALLO.- Quisiera saber si todas las pensiones negadas u otorgadas 
están en las redes. Digo esto porque una señora me comentó que a ella le había sido 
negada y que había visto la resolución en alguna página web. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Imagino que debe haberlo visto en el expediente electrónico de 
la página del Ministerio, porque cuando la Comisión concluye, se publica la resolución, 
tanto si salió a favor como en contra. Mientras está en trámite no aparece ninguna 
resolución. 


SEÑOR ABDALA.- Nos alegra mucho tener entre manos esta propuesta ya que 
este es un camino que iniciamos juntos la Comisión y el Poder Ejecutivo. El señor Alvarez 
podrá confirmar que la idea surgió en su despacho cuando lo visitó una delegación de 
esta Comisión -que tuve el gusto de integrar-, preocupada por encontrar mecanismos lo 
más objetivos posible para lograr el equilibrio con relación a decisiones como el 
otorgamiento de las pensiones graciables, que implican actos complejos donde deben 
combinarse dos voluntades. Si bien la iniciativa del Poder Ejecutivo es esencial, desde el 
punto de vista constitucional, si no hay aprobación del Parlamento no se puede otorgar la 
pensión. Por lo tanto, las dos voluntades son esenciales, y parece razonable que esto se 
convierta en un camino de ida y vuelta. En los últimos años tenemos la sensación de que 
la Comisión de Seguridad Social se ha convertido en un ratificador de las iniciativas del 
Poder Ejecutivo. Y sobre todo se nos hacía difícil pedir explicaciones al Poder Ejecutivo 
cuando antes de la formalización de su voluntad intervenía una comisión técnica, lo que 
siempre presupone un aporte de especialización del cual al Poder Ejecutivo le puede 
resultar difícil apartarse. 


Estamos dispuestos a avanzar en la reglamentación de esto, pero tendría que 
ayudar a que las cosas funcionaran mejor. 


El papel de la Comisión me parece clave, pero su creación -según recuerdo, fue a 
través de una norma presupuestal- me hace acordar a la máquina que mata al inventor. 
Es decir: seguramente en parte la Comisión ayudó, pero también puede haber generado 
algunas dificultades. Creo que sería muy importante buscar la fórmula para establecer a 
texto expreso que la Comisión sea estrictamente asesora, y que su opinión no sea para 
nada vinculante para nadie, en primer lugar para el propio Poder Ejecutivo. También 
podría ser razonable que a la Comisión se le exija que se pronuncie por una mayoría 
especial, ya que, en los hechos, ha ganado tanta influencia y tanto poder real en la 
determinación final que al Poder Ejecutivo le resulta difícil salirse de los criterios que 
establece la Comisión. Esta es una reflexión en voz alta, pero tal vez tengamos que 
exigirle a la Comisión que sea capaz de llegar a un pronunciamiento que sea, si no 
unánime, por lo menos emitido por una mayoría especial de sus integrantes. Lo dejo 
planteado como una reflexión que podríamos compartir en el futuro. 


Me queda una duda respecto a la compatibilidad establecida en el artículo 11. Yo no 
sé si las pensiones graciables realmente son compatibles con otra pasividad ni si es 
razonable que lo sean; me parece que el régimen general lo impide. Creo que 
deberíamos reflexionar sobre eso y si puede resultar sensato que se le otorgue una 
pensión graciable a alguien que tiene algún tipo de ingreso, pensando en el concepto de 
necesidad económica que la ley establece como una de las dos condiciones 
fundamentales; la otra son los méritos relevantes. 


En alguna instancia anterior dije que para que el Parlamento y la Comisión de 
Seguridad Social no terminen siendo simplemente una instancia de ratificación, sería 
interesante que -aunque pueda parecer un poco tedioso- el Poder Ejecutivo en cada 
ocasión esté obligado a comparecer a la Comisión de Seguridad Social después de 
mandar el Mensaje. Aunque mande voluminosos antecedentes con relación a los méritos 
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de cada ciudadano propuesto como beneficiario de la pensión, sería bueno que el Poder 
Ejecutivo viniera a hablar con los legisladores y a fundar los méritos, la conveniencia, la 
oportunidad y la justicia de otorgar este beneficio. 


Quisiera solicitar a la Secretaría -esto no tiene nada que ver con señor Álvarez ni 
con la doctora Pérez, que han sido absolutamente solícitos con esta Comisión y cada vez 
que los hemos molestado han intentado allanar muchas de nuestras preocupaciones- un 
informe sobre cuál fue el destino y la suerte que corrieron todas las minutas de 
comunicación que aprobó la Cámara de Diputados desde el año 2005, dirigidas al Poder 
Ejecutivo, solicitando una pensión graciable: cuántas fueron respondidas, cuántas dieron 
lugar a una solicitud de pensión graciable y cuántas quedaron sin contestar o 
simplemente naufragaron en el intento. 


Por último quería saber si el Poder Ejecutivo hoy trae este borrador con la idea de 
remitirlo formalmente como un proyecto de ley o si está abierto a que entre todos 
podamos enriquecerlo o negociarlo -si cabe el término- para construir un consenso antes 
de formalizar la iniciativa. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Con respecto al carácter vinculante, el artículo 92 del proyecto 
dice: "El informe definitivo de la Comisión para el Tratamiento de las Pensiones 
Graciables no tendrá el carácter vinculante y será elevado junto con toda la 
documentación reunida a consideración del Poder Ejecutivo quien decidirá en definitiva si 
promueve o no la pensión graciable solicitada". Acá se plantea en forma explícita cuál es 
el carácter de la Comisión. 


SEÑOR ABDALA.- En la lectura rápida del proyecto pasé por alto el artículo 9*, 
porque en los hechos hay muchos antecedentes donde el Poder Ejecutivo -sobre todo el 
Ministerio de Economía y Finanzas- se ciñe estricta y rigurosamente al informe de la 
Comisión, ni siquiera a la propuesta del Ministerio de Educación y Cultura. Hay 
antecedentes en los que el Ministerio de Educación y Cultura sobrepasa la intervención 
de la Comisión -en forma totalmente legítima porque tiene potestades para ello; en 
realidad el carácter no vinculante ya rige hoy-, pero después esa propuesta se ha 
estrellado con la negativa del Ministerio de Economía y Finanzas, justificándola en que la 
Comisión dijo que no. Esta posición es legítima, pero frustra cualquier intento de 
promover una pensión graciable, aun cuando dentro del propio Poder Ejecutivo haya 
opinión favorable. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Tal como habíamos conversado en una reunión anterior, 
nuestra idea es intercambiar opiniones. Evidentemente, en tanto esta es una propuesta 
de pensiones, tiene que provenir del Poder Ejecutivo, pero después hay un trabajo 
parlamentario en el cual el proyecto podrá ser modificado. 


Reitero: la idea es avanzar todo lo que se pueda antes de enviar el proyecto al 
Parlamento. Sabemos que el año que viene va a ser un año complicado, desde el punto 
de vista legislativo y las leyes quedan truncas. Como creo que hay bastante acuerdo 
entre las diferentes bancadas en la necesidad de generar mecanismos que permitan 
mayor objetividad para otorgar las pensiones, tal vez no tengamos necesidad de 
trasladarlo para el próximo período de Gobierno. Por lo tanto, nos gustaría recibir lo que 
la Comisión entienda pertinente de ser modificado o incorporado. 


Por último, creo que la presencia del Poder Ejecutivo en la Comisión es algo que se 
podría evaluar, pero no sé si corresponde establecerlo por ley. Tal vez podría plantearse 
como mecanismo de funcionamiento que para el tratamiento de las pensiones graciables 
debe contarse con la presencia del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio, y que no se 
pueden hacer modificaciones sin la previa presentación de los organismos competentes 
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en las Comisiones respectivas. No es que lo que estoy diciendo sea vinculante, sino que 
se solicita su participación, como se le pide a la Anep o a la Udelar cuando se van a 
discutir temas que les competen. 


SEÑORA PÉREZ.- En cuanto a la compatibilidad de las pensiones graciables con 
otra asignación, ello depende de su naturaleza jurídica: si estamos hablando de lo 
previsto en el artículo 67 de la Constitución, o de una recompensa que se está dando a 
una persona por los servicios que se establecen en el artículo 2* del proyecto. Si estamos 
hablando de recompensa económica por los aportes que la persona hizo a la sociedad, 
estaría fuera del concepto de pensión de seguridad social y, entonces, no habría 
incompatibilidad. Actualmente se está manejando este concepto y se están dando 
pensiones graciables a personas con pensiones o jubilaciones. Sin perjuicio de ello, la 
Ley N* 18.033, que regula las pensiones y los aportes jubilatorios para los exiliados 
políticos dice expresamente que será incompatible con cualquier tipo de pensión. 


Si bien estamos atados a la definición de la Constitución en sus artículos 85 y 111, 
también tenemos una definición de pensión y a quién se la estamos otorgando. 


SEÑOR GANDINI.- Agradezco que me permitan participar en la Comisión. 


Quisiera realizar algunas reflexiones. El artículo 2% establece que la pensión 
graciable es una recompensa económica, pero la condiciona a aquellas personas que 
carezcan de recursos suficientes. O sea que la persona debe haber tenido méritos 
suficientes para que el Estado le otorgue una recompensa económica, pero se la otorgará 
solo si no tiene recursos suficientes. Allí se establece un concepto que no entiendo y que 
me gustaría que se precise: "recursos para subvenir". 


Además, se hace referencia genérica a los recursos, pero luego involucra 
exclusivamente a los ingresos. Recursos pueden ser -y en otros casos así se consideran- 
bienes, capital, cuentas bancarias. 


Lo que plantea el proyecto son parámetros objetivos para medir y eliminar la 
subjetividad y la discrepancia, pero tienen que estar claros. En un momento señala: "Todo 
habitante de la República que carezca de recursos para subvenir a sus necesidades 
vitales"; recursos pueden ser pensiones, salarios, rentas, casas en alquiler. Con otro tipo 
de pensiones se inspecciona y se ve cómo viven y se dice: "No tiene una buena 
jubilación, pero vive en una casa linda y con mucha holgura económica". 


En el artículo 4* aclara: "A los efectos de la presente Ley una persona se encuentra 
en situación de 'carencia de recursos propios para subvenir a sus necesidades vitales' 
toda vez que sus ingresos personales de cualquier naturaleza no superen el monto de 
siete y media (7,5) Bases de Prestaciones y Contribuciones". O sea que la definición del 
artículo 2% cuando señala "carezcan de recursos para subvenir a sus necesidades 
vitales", se desarrolla en el artículo 4% y se concreta en que los ingresos nunca deben ser 
superiores a 7,5 BPC. Si esta es la situación y la persona tiene méritos suficientes para 
recibir una recompensa, estaría en condiciones de recibir la pensión graciable. A mí me 
parece bien, pero tiene que quedar claro que se refiere a ingresos. Esto es lo que hay 
que vincular con el artículo 11, porque si tiene pensiones u otros ingresos mayores a este 
monto, la pensión graciable es incompatible por este artículo. 


Debo suponer que el artículo 11 está previsto para alguien que tenga, por ejemplo, 
una pensión de $ 3.000; en este caso, como no hay posibilidad de que la pensión 
graciable sea menor a 4 BPC -y nunca puede ser mayor a 8 BPC-, se le compensará 
hasta ese monto, tomando en cuenta que ya tiene un ingreso. Pero según el artículo 4* es 
claro que por encima de ese monto es incompatible recibirla. 
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En el literal d) del artículo 3% se establece que el "cónyuge supérstite o concubino 
reconocido judicialmente con sesenta años de edad" y el "descendiente en primer grado 
hasta 18 años de edad" van a poder suceder esa pensión. Pero a ellos no se les exige la 
misma condición económica que se requirió al que recibió la pensión. Uno puede suponer 
que en el caso del cónyuge supérstite, si vivían juntos, tenían la misma situación 
económica y, por lo tanto, compartían esa pensión, pero puede no ser así. Creo que 
debería agregarse que la pensión la puede percibir el cónyuge supérstite o el 
descendiente hasta dieciocho años, siempre que carezcan de los recursos vitales, porque 
puede darse un caso en que no sea así. 


SEÑORA MALLO.- Esta pensión tiene la particularidad de que se cobra entera; no 
es una pensión como la del BPS, que es la mitad de la jubilación. Si hay dos personas, la 
pensión la heredan ambos entera. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una mención a la excepción que establece el 
artículo 4% para no otorgar la pensión. Parece que en aquellos casos en que a una 
persona que merece una recompensa económica por los aportes que ha hecho al país de 
modo significativo y perdurable en materia científica, artística, deportiva, etcétera y que, 
además, no tiene recursos para subvenir a sus necesidades vitales, excepcionalmente no 
se le otorgaría la pensión porque se le podrían considerar los ingresos totales del hogar, 
las condiciones habitacionales y del entorno, la composición del hogar, las características 
de sus integrantes, etcétera, a efectos de determinar que no se configure la hipótesis. Me 
parece que esta excepción echa por tierra toda la otra cantidad de elementos objetivos 
que se ponían. Aquí entra la discrecionalidad: ¿cuáles son? Todo lo demás se detalla: 
puede tenerla si tiene ingresos menores de tanto, si tiene más de tantos años, si cumplió 
con tales aportes al país en tales materias, si esos están debidamente certificados por la 
academia. Es decir, se regulan taxativamente los requisitos que debe cumplir para 
acceder, pero luego alguien hace una inspección ocular en una vivienda y dice que a esa 
persona no le corresponde porque tiene condiciones habitacionales y de entorno que nos 
parece que no lo hacen merecedor de esta pensión. ¿Y a otros? A otros sí. ¿Y en qué se 
basa eso? ¿La vivienda tiene que estar en un barrio determinado, tener ciertas 
condiciones? Ahí es donde se presenta el problema. La excepción es lo que le da el 
fundamento a alguien para decir: "A este no". ¿Y por qué no? Por las condiciones de su 
entorno. Todo eso es variable y subjetivo. 


Por último, quisiera preguntar qué pasa mientras tanto. Hay muchas situaciones en 
proceso y como toda ley tiene un trámite impredecible en el tiempo y no se puede detener 
ese proceso. 


Estoy preocupado por una pensión, a la que me he referido varias veces a la 
Comisión, de alguien que reúne las condiciones, tiene setenta y dos años, está en una 
condición económica muy complicada, le prestó servicios al país ya que integró el 
seleccionado uruguayo, y lo más increíble es que algunos compañeros del mismo 
seleccionado y en las mismas condiciones la reciben, pero esta persona no. El 
Parlamento hace más de un año que hizo la solicitud al Ministerio, pero no hemos tenido 
respuesta. Entonces, ¿qué pasa con estas circunstancias, más allá del caso concreto? 
¿Quedan esperando la ley o se aplica el actual marco normativo y hay que irlas viendo 
caso a caso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos ocho o diez carpetas que se relacionan con lo 
que señalaba el señor Diputado Gandini. En algunas hemos encontrado obstáculos 
legales pues se ha aconsejado la asignación de pensiones de 2 BPC cuando la ley 
establece un mínimo de 4 BPC. Nuestros asesores legales nos dicen que no podemos 
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votar diferencias de esa naturaleza. Tal vez podríamos enviarles estos casos por mail a 
través de la Secretaría de la Comisión. 


SEÑORA MALLO.- No estoy tan de acuerdo con el señor Diputado Gandini en 
cuanto a las propiedades. Cuando nosotros propusimos algo no fue fijándonos en si la 
persona tenía una casa muy linda porque los ladrillos no se pueden comer y de algo hay 
que vivir. Y si la casa es espléndida, igual merece la pensión. 


Planteamos investigar un poco en el entorno -es lo que hace el Banco de Previsión 
Social- porque solo se tenía una declaración jurada de la persona, sin escribano, y esa 
herramienta era pobre; después se descubrían cosas que no estaban bien. En ningún 
momento uno se va a guiar por la casa, pero sí preguntar en el entorno, como se hace 
para otorgar otro tipo de pensión porque a veces, se descubre que la persona vive mucho 
mejor de lo que dice y que oculta cosas que no mencionó en la declaración. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Buena parte de los planteos del señor Diputado Gandini son de 
recibo y los analizaremos con mayor detenimiento. Sin ningún tipo de dudas, aceptamos 
la propuesta del señor Presidente de la Comisión de enviarnos todo el material, además 
de la versión taquigráfica en la que figuran los planteos. 


Voy a intentar seguir el orden de la reflexión que hacía el señor Diputado Gandini y 
de las acotaciones de la señora Diputada Mallo. 


Con respecto a la excepcionalidad planteada en el segundo párrafo del artículo 42, 
en realidad, se trata de aterrizar el planteo, estableciendo esta excepción que de alguna 
manera puede desnaturalizar el resto de los instrumentos. Quizás, la dificultad para 
analizar este tipo de acciones sean las patologías que pueden existir. Esta Comisión, a la 
cual nosotros nos incorporamos hace poco tiempo, reconoce una cantidad de situaciones 
en las que se intentaba evadir la lógica que establecía la ley para poder obtener el 
reconocimiento. Quizás, cuando uno quiere tener un instrumento para medir, 
evidentemente, está incorporando una nueva subjetividad. Me parece que se puede 
trabajar sobre este tema para que no quede tan abierto y que es importante tener en 
cuenta otras posibilidades. Quizás, el Mides podría estar incorporado en esa lógica, 
aunque responde a situaciones distintas. Una es ante eventuales ingresos no declarados, 
si luego se ve que a pesar de que los ladrillos no se coman, tiene cuatro pisos de ladrillos. 


SEÑOR ABDALA.- Con respecto a la excepción, parecería que el Poder Ejecutivo 
está proponiendo esto de manera vergonzante. Yo no me avergonzaría tanto de pedir 
esta facultad. Para determinados beneficios de la seguridad social, por ejemplo, la prima 
por edad o los anticipos que ha dado el Poder Ejecutivo de los ajustes anuales por Indice 
Medio de Salarios, se ponderan las dos cosas, es decir, se establece un límite, que es el 
de la pasividad -por supuesto, sé que no estamos hablando de cuestiones de la misma 
naturaleza jurídica-, pero también se tiene en cuenta que el promedio de los ingresos del 
hogar al que pertenece el pasivo no supere determinado monto. Quiere decir que la 
consideración de los ingresos del hogar no es algo ajeno a la legislación. 


No me parece bueno que se establezca que esto, que sería una facultad 
discrecional, se va a usar excepcionalmente porque, entonces, habría dos 
discrecionalidades y no una. Se estaría determinando que en algunos casos el Poder 
Ejecutivo podría considerar los ingresos y en otros no. Yo creo que los debería considerar 
en todos los casos. Eso no le amputa la posibilidad de otorgar o pedir la pensión o 
eventualmente descartarla. 


Solo quería hacer esa reflexión. 
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SEÑOR ÁLVAREZ.- El otro punto al que quiero hacer referencia es el relativo a la 
incompatibilidad y los montos. Efectivamente, en tanto en las primeras definiciones que 
se hacen de la pensión graciable se entiende que no es incompatible con otros ingresos, 
lo que sí genera la incompatibilidad es el monto de los ingresos. Por lo tanto, la pensión 
podría ser segmentada hasta tanto no supere determinado monto. Habría que ver cómo 
se repiensa el instrumento en primera instancia, cuál es su marco jurídico y su 
interpretación. La idea es que la pensión graciable no es incompatible con otros ingresos 
como tales, pero sí con el monto de esos ingresos. 


En cuanto a la forma de heredar estas pensiones, la idea es que el monto total no 
sea heredado por cada uno de los hijos. En el proyecto que presentamos se establece 
claramente que tiene que dividirse, sin llegar a ser inferior a determinada cifra. 


SEÑORA MALLO.- Hasta ahora las votamos así. 


SEÑORA PÉREZ.- Técnicamente, las pensiones graciables no son heredadas. Para 
que el cónyuge supérstite, el concubino o el hijo menor de dieciocho años pueda recibir 
una pensión graciable, tendrá que acreditar los méritos y su carencia de recursos. Si el 
hijo o la concubina tienen recursos que superen los límites que estamos estableciendo no 
van a recibir la pensión graciable. Este no es el mismo sistema que se utiliza en BPS. 


SEÑOR VIVIAN.- Saludo a delegación y agradezco su aporte, que de alguna 
manera sintetiza lo que intercambiamos en la anterior reunión y en otra que se realizó en 
el Ministerio, de la que participamos junto con el señor Diputado Abdala, en la que se 
manifestaron algunas inquietudes que había con respecto a los componentes de la 
pensión graciable. 


El proyecto presentado establece un cambio sustancial, dado que la ley de las 
pensiones graciables establecía un piso, pero no un techo. Según esta iniciativa, el monto 
de la pensión graciable no puede ser superior a las 8 Bases de Prestaciones y 
Contribuciones. Me parece que eso es saludable, teniendo en cuenta la realidad de las 
prestaciones sociales que se brindan. 


Estoy de acuerdo con el análisis que se hacía en cuanto a que en una perspectiva 
de futuro -que aspiro a que sea muy próspera, en el sentido de más acumulación de los 
beneficios- sería bueno que no se tuviera que resarcir económicamente con pensiones 
graciables, sino que solo fuera un título, una condecoración o un reconocimiento. Eso es 
parte de una perspectiva de futuro, en la que todos los partidos políticos estamos 
comprometidos a cambiar la realidad de este país. 


Si bien, al igual que el resto de los integrantes de la Comisión, apenas hemos 
echado un vistazo al proyecto, a priori, creo que algunas cuestiones están expresadas 
claramente, como el hecho de que no pueda otorgarse una pensión graciable a una 
persona con un ingreso superior a las 7,5 BPC por concepto de prestaciones sociales. 
Creo que esa incompatibilidad está contemplando la realidad del país. 


Bienvenido el trabajo colectivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que de aquí al próximo miércoles acerquemos a 
Secretaría todas las sugerencias con respecto al texto presentado, a fin de que las haga 
llegar a la doctora Silvia Pérez. 


Solo quiero adelantar un comentario. Teniendo en cuenta las distintas 
intervenciones y la concepción diferencial, no sé si es necesario denominar esta 
prestación como pensión graciable. 


«O 


Nosotros tenemos a estudio situaciones distintas -no vamos a analizar ahora la 
casuística- y la Comisión debe decidir sobre algunas otras. Por eso vuelvo a la última 
parte de la intervención del señor Diputado Gandini, en el sentido de a qué sistema 
debemos recurrir para regularizar las situaciones que ya están a estudio de la Comisión y 
conocer el destino que tendrán otras que debe considerar. No sé qué herramienta 
podríamos utilizar para viabilizar los planteos que tenemos a estudio de la Comisión 
mientras no se aprueba este proyecto. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Con respecto al nombre de la prestación, el numeral 13) del 
artículo 85 de la Constitución de la República establece que debe ser una pensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No lo sabía. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En realidad, en el debate conceptual estaríamos de acuerdo. 
Quedaría pendiente resolver lo relativo al nombre. 


Con respecto al otro punto, como no puede ser de otra manera, mientras no se 
apruebe otra ley, se debe actuar de acuerdo con la legislación vigente. No se está 
pensando en detener el tratamiento de ningún tema mientras no se apruebe una nueva 
legislación. De modo que tanto las carpetas presentadas como las que ya están en la 
Comisión seguirán su curso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay algunas interrogantes con respecto a algunos casos 
en particular. Si están de acuerdo, podríamos acercarlas al señor Director General y a la 
doctora Pérez, para que nos hagan llegar una respuesta rápidamente. 


(Apoyados) 
SEÑOR ÁLVAREZ.- Nosotros estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecería que la doctora Pérez, antes de retirarse, 
concediera algunos minutos a la Secretaría para resolver dos temas formales, legales, 
que tienen que ver con alguna incompatibilidad en cuanto a la cantidad de BPC 
aprobadas en Comisión y las que podemos aprobar aquí. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Quiero aclarar que tal cual lo establece el artículo 9%, la 
Comisión asesora al Poder Ejecutivo. Entonces, es el Poder Ejecutivo el que envía la 
propuesta final de la pensión graciable, incluido el monto. Lo que quiero decir es que no 
es responsabilidad de la Comisión el monto que se establece para la pensión graciable 
cuya solicitud llega al Parlamento; no es tarea de esa Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A veces, las solicitudes de pensión graciable son por 2 
Bases de Prestaciones y Contribuciones y, por ley, tenemos que otorgar 4 BPC. Nos 
queda claro lo que ha expresado el señor Director en cuanto a que la Comisión no decide 
el monto, sino el Poder Ejecutivo. En esos casos, tenemos un impedimento legal, en tanto 
la ley vigente establece un piso de 4 BPC. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar planteado un caso con respecto al cual no he 
tenido respuesta. No sé si el problema es en el Ministerio, en la Comisión, en el 
Parlamento. Me refiero a la solicitud de pensión para el señor Julio Dalmao. Hubo 
problemas con el material que se supone había que presentar para esa pensión, luego el 
material fue presentado, pero no ha vuelto. No tengo muy claro cuál ha sido el 
procedimiento, pero me gustaría dar una respuesta a esta persona. 


La verdad es que desde hace más de un año estoy en vueltas con este tema. A mí 
me pueden decir que sí o que no, con los fundamentos que sea, pero los tengo que tener; 
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creo que eso es lo correcto. Por eso solicito a las autoridades que me hagan saber dónde 
está ese material, dado que todavía no he recibido respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, trasladamos esta consulta a las autoridades 
conjuntamente con la del resto de los expedientes que los señores Diputados dispongan. 
La voluntad del Director ha sido más que abierta para recibir sugerencias sobre el 
proyecto presentado y de los temas que tenemos en carpeta y queremos considerar. Más 
allá de trasladar la versión taquigráfica de esta reunión, vamos a establecer por nota tanto 
estas inquietudes como posibilidades de sugerencias que generosamente ustedes se han 
comprometido a recibir y considerar. 


Muchas gracias, y hasta otra oportunidad. 
(Se retiran de Sala autoridades del Ministerio de Educación y Cultura) 
(Ingresa a Sala la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


——Es un gusto recibir a una delegación de la Coordinadora de Jubilados y 
Pensionistas del Uruguay, integrada por los señores Héctor Morales, Juan Carlos Reyes 
y Arnold Fernández. 


Como todos saben, la Comisión del Parlamento es el ámbito donde se plantean las 
inquietudes y más allá de que en estas áreas existen temas de carácter instrumental o 
económicos, no son prerrogativas parlamentarias sino del Poder Ejecutivo. Queremos 
que esta Comisión sea el ámbito donde ustedes puedan volcar la problemática que 
padecen a efectos de que podamos trasladarla a los organismos correspondientes. 


SEÑOR MORALES.- En primer lugar, queremos agradecer a la Comisión por la 
entrevista que nos han concedido. Tenemos una larga experiencia en visitar a esta 
Comisión; conocemos los mecanismos. Sabemos que el Poder Legislativo no tiene 
iniciativa en materia de seguridad social pero nuestra larga historia de visita a esta 
Comisión no solo hemos planteado temas que tienen que ver con las resoluciones 
económicas de la seguridad social sino también asuntos que refieren a los derechos de 
las personas. Vinimos, fuimos escuchados pero, desgraciadamente, el único resultado 
que hemos obtenido es que quedará en la historia del Poder Legislativo nuestras 
denuncias, nuestras quejas. No hemos encontrado resultados en aquellos temas en los 
que entendemos que el Poder Legislativo puede intervenir. 


Nos acompañan compañeros de comités de jubilados de varias filiales de 
Montevideo, compañeros de la ciudad de Libertad que van a intervenir porque tienen una 
grave problemática; creemos que el Poder Legislativo puede y debe intervenir en ese 
tema. 


Asimismo, teníamos una representación de Cebollatí que tuvo problemas de último 
momento y no pudo asistir por lo que yo voy a decir algunas cosas al respecto. 


Los viejos integrantes de esta Comisión saben que en visitas anteriores hemos 
denunciado una serie de circunstancias como, por ejemplo, me viene a la memoria el 
tema de las elecciones para los representantes en el Directorio del Banco de Previsión 
Social. En dicha ocasión, competimos contra el mundo, los adversarios, la otra lista de la 
Onajpu, el PIT- CNT, el Gobierno y contra el partido de gobierno. En los comités del 
Frente Amplio se decía que este votaba a la Lista 1 por lo que nosotros entendimos que 
fue una clara intromisión; se trata de un tema que tiene que resolver un sector de la 
sociedad, uno de los más importantes y que merece más respeto por todo aquello que le 
ha dado al país: ha enriquecido al país, a sus antiguos patrones privados y públicos, a 
gobernantes, anteriores y actuales. Como contrapartida tenemos una vejez que yo puedo 
asegurar que en miles de casos es miserable. 


ss 


Yo invitaría a todos a que estuvieran un día en el local de nuestra Coordinadora, que 
parece uno de esos templos de "Pare de Sufrir", porque la gente viene llorando. Un día, 
salió junto con nosotros una señora de nuestra sede y había fallecido su marido. Le 
dieron la pensión pero le quitaron $ 1.200 de la prima por edad. Este es uno de los temas 
que nosotros muchas veces hemos denunciado en este ámbito. Resulta que por los años 
sesenta, buscando rescatar viejos valores de la humanidad, aquellos en el que el viejo en 
el tiempo de las cavernas era el centro del cariño de la tribu, fuente de respeto y de 
consulta; aquel que tenía fuerzas salía al exterior para buscar abrigo y el sustento, y el 
viejo era uno de los beneficiados de su solidaridad. Desgraciadamente hoy esos valores 
se han ido al diablo. 


Y por los años sesenta, un viejo luchador de los jubilados, don Paulino González, 
buscando rescatar esos valores a través de la lucha, comenzó a negociar con el Partido 
Nacional de aquel momento y llegaron a la conclusión de que hacer medallas, plaquetas 
y pergaminos era una cosa de nunca terminar y se fija una cantidad simbólica de dinero, 
se le pone el nombre de 'prima por edad". Entonces, aquel hombre o mujer que se había 
jubilado y cumplía los setenta años de edad, le otorgaban la prima por edad. Luego, la 
dictadura la sacó. El Partido Colorado no la restituyó y, en el gobierno del Partido 
Nacional, del doctor Lacalle, se cobró por tres o cuatro meses y después se volvió a 
sacar. En el gobierno del doctor Tabaré Vázquez se devuelve. Debo aclarar que fuimos 
expulsados ese día de las barras porque la forma en que nos devolvieron la prima por 
edad, fue la mayor falta de respeto que los viejos uruguayos hemos tenido en nuestra 
historia como país. 


Resulta que aquello que era el reconocimiento de la sociedad, se lo devuelven en 
una forma mercantilizada y prostituida. ¿Por qué? Antes me la daban porque yo era un 
viejo que tenía mucho valor, me reconocían por todo lo que yo había hecho por mi país, 
por todo lo que había trabajado; en esos tiempos era un viejo bárbaro. Resulta que ahora 
si me pasaba de tres bases de prestaciones -en este momento son unos $ 7.761-, ya no 
soy un viejo respetado sino un viejo de porquería y no me pagan la prima por edad. Pero 
lo peor es que la prostituyeron porque aunque yo gane $3.000 si se suma lo que 
perciben los integrantes de mi núcleo familiar y da per cápita más de tres bases de 
prestación y contribución, ya ni siquiera soy un viejo de porquería sino de 'mierda', porque 
tampoco me pagan la prima por edad. 


Esa señora la había cobrado toda la vida y me preguntó si podíamos hacer algo al 
respecto. Le contestamos que, desgraciadamente, de acuerdo a la normativa que existe, 
no se puede hacer absolutamente nada y la seguimos reclamando por ese dolor. En esta 
materia el Parlamento puede hacer alguna cosa. Nuestras anteriores visitas han sido para 
este tipo de quejas. 


Ahora quisiera ceder la palabra a nuestro compañero Juan Carlos Reyes, de la 
Coordinadora de Jubilados de Libertad, filial de nuestra Coordinadora para que él 
exponga sobre un grave problema existente en dicha ciudad. 


SEÑOR REYES.- Buenas tardes. 


Es para mí un gusto estar hoy acá, y poder manifestar lo que ha sucedido en 
Libertad. 


Fuimos noticia ante la prensa nacional de una situación de estafa, aparentemente 
llevada adelante por una "orquestación" de algunas gestorías, junto a la gente que 
pretendía hacerse de la jubilación. 


Esto fue derivado a la Justicia, y sé que sistemáticamente varios de los imputados 
tuvieron que ir a declarar al Juzgado de Libertad, porque pretendían hacerse de su 
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jubilación en forma ilegal. Yo les pido a ustedes que piensen en la situación de una 
persona de setenta o sesenta y pico de años, que ya no puede hacer otra cosa y que 
pretende justificar las labores que desempeñó con gente que, en muchos casos, ya no 
existe, con testigos que van quedando con algo de memoria y otro tanto falla, que cuando 
tienen que ir a hablar a un Juzgado los nervios juegan un papel muy importante y que 
pasar por un Juzgado en un pueblo chico, como es Libertad, significa que al asomarse a 
la puerta de la casa va a ser señalado por el dedo del vecino, porque este viejo se quiso 
hacer de la jubilación, etcétera. 


Además, esta gente debió gastar dinero en abogados para salirse de ese lío. Ellos 
pretendieron hacerse de una jubilación y terminaron contratando a un abogado que, 
según lo que hemos escuchado, al que le costó menos debió pagar diez mil pesos. Los 
casos que pasaron por el Juzgado fueron cuarenta. 


Sabemos de algunos comentarios de parte de la Justicia relativos a que les daba 
vergúenza encarar a gente de sesenta, setenta y ochenta años, para preguntarle cosas 
como si habían ido a estafar al Estado. Usemos un poco el sentido común; estamos 
hablando de gente que no tiene ingresos, que llega al final de sus posibilidades laborales 
y que pretende tener un ingreso para seguir viviendo. 


El BPS hizo una campaña publicitaria con unos folletos de material muy costoso, en 
los que instaba a la ciudadanía a usar el sistema de testigos; nosotros escribimos unas 
notas al BPS, que luego les vamos a leer. El problema principal en la ciudad de Libertad 
es que, según se dijo, se habría recurrido a testigos aparentemente falsos. En 
determinado momento, la Coordinadora dijo: "Bueno, si los testigos no sirven para 
tramitar la jubilación, tampoco sirven para justificar un nacimiento, un divorcio, un 
accidente o cualquier tipo de cosa para las que la Justicia requiera de testigos". 


Esto se estaba tratando en el Juzgado sin que la prensa lo sacara a la luz pública y 
comenzó a conocerse en base a la gestión de la Coordinadora de Jubilados y 
Pensionistas. Lo cierto es que el Juzgado de Libertad, por consejo del Fiscal, detiene los 
procesamientos y por medio de los abogados que estaban trabajando nos enteramos de 
que habían mandado a archivar el caso. Pero esto no se hizo público, quedó en silencio. 
La prensa no lo tomó y nadie dijo nada. Seguimos averiguando, pero no había mucha 
información. Luego, el BPS da una segunda embestida y manda ocho casos más al 
Juzgado de Libertad para ser investigados. En esos ocho casos, hay una mujer de 
noventa y cuatro años, sin piernas. Obviamente, no tiene el marido ni un hijo que se haga 
cargo. Vean ustedes esta situación. De estos últimos ocho casos, la persona con menos 
edad tiene setenta años. Son todas mujeres; la mayoría estuvo relacionada con el 
servicio doméstico o trabajaba en algún comercio. Por ejemplo, una de estas señoras 
había trabajado en un comercio de Minas y desde hace unos años vive en Libertad. El 
señor con el que había trabajado falleció y los hijos, con todo este escándalo, dijeron que 
no la conocían. La situación se va degradando de tal manera que si decimos hoy en 
Libertad -y en cualquier lugar del país- que se necesita un testigo para el BPS, no vamos 
a encontrar a nadie. 


Entonces, por un lado, el BPS hace una difusión del sistema de testigos para las 
jubilaciones que no se puedan justificar y, por otro, se manda una embestida como esta. 
Creo que si nos pasa algo así a los sesenta o setenta años todos nos asustamos; creo 
que nos asustamos a los veinte años si tenemos que ir a la Justicia, pero más a esas 
edades. Y si alguien hubiese tenido algún antecedente, por el sistema judicial que 
tenemos, seguramente habría terminado entre rejas. ¿Por qué? Por tratar de hacerse de 
su jubilación. 
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Esto nos parece totalmente injusto y les pedimos a ustedes que tomen cartas en el 
asunto, porque si aquello se hubiera tratado solo de los cuarenta casos en que la Justicia 
dijo que la situación no daba para más, todavía, pero el BPS volvió a mandar gente. A 
todo esto, salió el señor Murro a la prensa a decir que lo que se había manifestado no era 
verdad y que si había pruebas, que se presentaran. 


Fíjense ustedes que el 16 de octubre de este año la Justicia manda archivar todos 
los casos por improcedente, por consejo del Fiscal. El Juez Misa procede y archiva los 
casos. Acá nadie dice nada y no sé quién le va a resarcir el daño a esa gente. No sé 
quién les va a dar de comer y a asegurar que no sean futuros pobladores de las calles, 
que lamentablemente también vemos en las ciudades del interior. ¿En qué situación 
queda esta gente? Porque nadie se va a arrimar ahora a un mostrador. ¿A cuántas de 
esas cuarenta y ocho personas les dará el coraje para ir a pedir que se estudie el caso 
nuevamente? 


Aquí hay un compañero que presentó el expediente en Libertad -estuvo ocho años y 
medio en España- y se lo perdieron. Ahora le dicen que lo vaya a buscar a Montevideo. 
Quiero comentarles que hoy a este compañero lo trajimos nosotros, porque él no tiene 
para pagar el boleto. Esta es la realidad. Quizás aquí cueste entender esto, pero la gente 
no tiene para comer. En Libertad hay un comedor público, municipal, que da de comer a 
mucha gente, pero la realidad hoy es que nosotros vimos -con los compañeros Morales y 
Padrino- recibos de $ 1.800. ¡$ 1.800, por mes! Tenemos el caso de una señora que le 
quieren cobrar $ 200.000 de deuda y ella cobra $ 3.800. 


Por otro lado, sabemos que la canasta básica está en alrededor de $ 50.000. Quizás 
una persona de la tercera edad puede revolverse con $ 15.000, pero estamos hablando 
de que no hay muchas jubilaciones por encima de los $ 7.000, como decía Morales. 
Hemos visto recibos de $ 4.000, de $ 5.000, y encima pasa todo esto. 


Los hogares de ancianos son un caos; son estibaderos de viejos, como decimos 
vulgarmente, porque aquello da verguenza. Da vergúenza que el Uruguay de nuestros 
abuelos, de quienes nos enseñaron a caminar, a leer, a estudiar, esté en esta situación. 
Con gusto, yo le estoy dando una mano a esta gente porque la verdad es que nadie se 
anima a hablar. Hay cuarenta y ocho casos en un pueblo chico, y todo el mundo es 
señalado con el dedo. 


Esto debe ser considerado, porque es un real atropello. El señor Murro sale a decir 
cualquier grosería. Bueno, tiene que desmentirse, tiene que pedirle perdón a esa gente y 
resarcirla. El BPS, a nivel nacional, tiene que resarcir el daño que hizo a toda esta gente. 
Quizás haya algún aprovechado -no digo que no-, pero no es la mayoría de esta gente. 


De las tres gestorías señaladas, dos lo son; la otra, es una empresa administradora 
que lleva los papeles a la gente. Y se la acusó de mentir. Debemos tener en cuenta que 
hay muchísima gente que no sabe leer ni escribir y si va a llenar un papel de estos, le 
empieza a temblar el pulso y no puede ni firmar porque se pone nerviosa. Entonces, les 
piden a una nieta, a un hijo, a un conocido o va al escritorio que le llevó los papeles toda 
la vida y pide que les llenen los formularios. ¡Y claro que se los llenan! Resulta que ahora 
eso es delito. Por favor, ¿dónde estamos? 


A continuación, voy a solicitar al señor Morales que lea la nota. 


SEÑOR MORALES.- "En el correr de este año el BPS filial Libertad envió a la 
justicia la denuncia de FRAUDE y ESTAFA realizada por 40 aspirantes a percibir 
prestaciones por parte de dicha entidad.- La acusación se basó en que los aspirantes 
utilizaron el sistema de testigos para justificar los años que no figuraban en los registros 
de BPS, sistema utilizado para acceder a las prestaciones, ampliamente difundido por 
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BPS a nivel nacional respaldándolo por folletería de muy buena calidad donde se 
promocionaba el sistema de TESTIGOS que hubieran conocido a la persona en su lugar 
de trabajo que declaraba.- En muchos de los casos un solo testigo fue usado por más de 
una persona, por la razón obvia de tratarse de gente de avanzada edad y que el pasar de 
los años haga que sean pocos o muy pocos los que van quedando.- Esto trajo aparejado 
el desfile de gente mayor por el juzgado de la ciudad de Libertad, con los costos 
económicos y morales que ocasionaron a todas estas personas.- Hace ya unos 3 meses 
se supo que la justicia por consejo del fiscal actuante solicitara el archivo de TODOS los 
expedientes por falta de pruebas, no obstante el BPS de Libertad envió nuevamente 8 
casos más a la justicia, estas personas no llegaron a ser citadas por la justicia y el día 16 
de octubre la justicia en la persona del juez Misa ordenó el ARCHIVO DE TODOS los 
casos.- Información adicional.- BPS tiene las historias completas desde 1996 en adelante, 
anteriores a esa fecha no hay datos. Y aunque el afiliado lleve los recibos no son 
cargados porque el sistema no lo permite y en consecuencia se le calcula por el mínimo y 
de esa manera se le está jubilando con un sueldo bajo". 


Pido que presten especial atención a esto, porque el BPS tiene la obligación de 
tener las historias laborales de la gente. Si las perdió, si se incendió, si se las robaron, es 
problema del BPS y no de los usuarios. En esto el Parlamento puede actuar. 


A esta denuncia se sumó un pedido -me llegó a mí, porque fui compañero de trabajo 
de él- de un compañero que hoy vive en Australia. Este compañero trabajó conmigo en el 
Frigorífico Nacional e ingresamos el mismo día: el 22 de julio del año 1968. En el año 
1974, cuando ya se veía que el Frigorífico iba a desaparecer, empezaron a enviar a los 
funcionarios a distintas empresas y él fue a dar al Consejo del Niño. El BPS no tiene la 
información del Frigorífico Nacional y tampoco de lo que era el Consejo del Niño, hoy 
INAU. El compañero presenta documentación del Frigorífico Nacional y del Consejo del 
Niño que él tenía, en la que se reconocía que había sido trasladado al Consejo del Niño y 
en la que se lo reconoce como funcionario. Sin embargo, en un abuso de poder, que no 
podemos permitir, las autoridades del BPS le dicen que esa documentación no sirve. Este 
compañero se llama Pedro Falero; hace un año que su hermana, como apoderada, está 
haciendo los trámites, pero no se le reconoce la documentación. Ahora vamos a ir como 
testigos tres compañeros que trabajamos con él. Vamos a ver y, ¿saben por qué? Porque 
el BPS tiene un máquina de demoler testigos. 


Como lo señalaba mi compañero, se trata de personas mayores. Entonces, cuando 
entran lo primero que se les dice es: "Mire que usted es pasible de ir a prisión si falsea la 
declaración". Son contemporáneos míos; son hombres de la edad de todos los que 
estamos acá. Entonces, hay cosas que se me pueden pasar, que no puedo recordar; tal 
vez otro de los testigos sí lo recuerde. Seguramente, ninguno de quienes estamos hoy 
presentes va a describir esta reunión de la misma forma, dentro de diez o quince años, 
porque los seres humanos tenemos nuestra propia forma de describir los hechos. 
Entonces, cuando declaramos distinto dicen: "Se están contradiciendo. Estos testigos no 
sirven". En muchos casos se les piden más; han llegado a pedir hasta treinta. En otros 
casos, les dicen: "Bueno, su jubilación no corresponde". Se trata de hombres y mujeres 
que trabajaron toda una vida, porque nadie puede vivir sin trabajar. 


Hace unos días hablábamos con la Directora del BPS, quien nos dijo que había 
muchas jubilaciones truchas. Nosotros nos preguntamos, si hay mucha jubilación trucha, 
¿quién la otorgó? ¿Quién dio el sí? Hubo funcionarios y jerarcas del organismo, ¿por qué 
no se les investiga a ellos primero? ¿Por qué no se investiga, por ejemplo, abajo, en la 
explanada del local del BPS, donde hay gestores político partidarios haciendo gestiones y 
sacando jubilaciones? Continúo: "Hay ocasiones que los tiene oficina de trabajo.- En rural 
y doméstico no había obligación de planilla de trabajo por lo cual hasta hace 3 o 4 años 
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no se exigía planilla de trabajo y no quedaron datos.- Conclusión -del 96 para atrás se 
calcula por el mínimo". Vuelvo a repetir: esto no es culpa del usuario; es culpa del 
organismo que debería haber puesto a buen recaudo la información y no lo hizo. En el 
año 1996 existía la tecnología con la que se podía respaldar muy bien. 


Sigo: "Desapareció, no existe más la oficina de la calle Tacuarembó que de ahí se 
obtenía la información que estaba en ese archivo para las empresas que ya no 
existen.- La alcaldía de Libertad fue llamada a retirar una cantidad de papeles. 
Presumimos que fueron archivos, para ser tirados". ¡Cuando contamos con el Archivo 
General de la Nación que tiene por ley la responsabilidad de guardar toda la historia 
administrativa de nuestro país! 


Continúo: "Qué pasó con el mobiliario de madera de roble en su inmensa mayoría 
de BPS que fue cambiado por muebles brasileros (dónde están ¿qué se hizo con ellos?)". 
Esto se preguntan los compañeros de Libertad. Muebles de mucho valor fueron sacados 
un buen día, se compraron estos baratos y no se sabe dónde están los muebles. Como el 
BPS también es nuestro, tenemos la responsabilidad de denunciar estas cosas cuando 
ocurren. 


SEÑOR REYES.- Se hace referencia a la oficina de la calle Tacuarembó; según nos 
cuenta gente más veterana, allí había un archivo de todas las industrias y empresas del 
país. Eso desapareció; nadie sabe dónde está esa información. Las empleadas 
domésticas y los trabajadores rurales están en una situación aún peor. Al señor 
Fernández, por ejemplo, le perdieron el archivo. Creo que deberían considerarse esas 
situaciones. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Un amigo me mandó los papeles de España a través de su 
hermano porque yo no los había traído. Yo los llevé a la Caja. Hace poco me notificaron 
que rechazaban mi jubilación; me citaron a la Caja de Jubilaciones, fui y me dijeron que 
había sido rechazada, pero no me dijeron claramente por qué. Parece que los testigos no 
sirvieron. Yo les respondí que me parecía raro porque era gente que me conocía muy 
bien. A los pocos días fui nuevamente y pedí mis papeles. Buscaron y me dieron los que 
había presentado de Libertad y pregunté: "¿Y los de España?" Me respondieron que los 
de España están en España. Parece que pueden pasar años para comprobar que 
efectivamente yo trabajé. Me dijeron que para Argentina demoran tres y cuatro años. Yo 
hace dos que presenté los papeles de España! Me pregunto si puede pasar esto en esta 
época, con la modernización que hay. 


SEÑOR REYES.- Yo quiero que ustedes vean qué pasa cuando los nervios juegan 
su papel. Imagínense ustedes una persona presionada, a la que le dicen que puede ir 
presa si no es correcto lo que declara. Hay que tener en cuenta la parte humana cuando 
se llega a esta altura de la vida. 


SEÑOR MORALES.- El compañero Fernández acaba de dar una demostración 
concreta de la situación que padece una persona que no sabe nada de temas jubilatorios, 
que lo que supo fue trabajar toda su vida. En este caso le dicen que la documentación 
demora, pero la que él trajo, ¿dónde está? ¡Está pidiendo la documentación que él trajo! 
¿Dónde está? Entonces, el compañero se queda sin argumentos; no conoce sus 
derechos en materia jubilatoria. Tiene la suerte de que fue a conversar con los 
compañeros de la filial de nuestra coordinadora en Libertad y estamos tratando de darle 
una mano. Pero ¿cuánta gente hay, sobre todo en ciudades del interior o gente que vive 
en el medio del campo, cuántos miles de uruguayos no tienen la posibilidad de venir a 
buscar un respaldo? Esto es gravísimo. 
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Quisiera que ustedes se pusieran en el lugar de la gente que padece este tipo de 
problemas. Uruguay es uno de los países que tiene la tasa más alta de suicidios; en la 
mayoría de los casos los suicidios son protagonizados por gente mayor ya que el hecho 
de tener una vejez totalmente indefensa en materia económica, después de haber 
trabajado toda una vida, puede llevar a ese desenlace. 


Quiero informarles de lo que ocurre en la ciudad de Cebollatí ya que los compañeros 
no pudieron venir. En Cebollatí no hay local del BPS; cuando tienen que hacer alguna 
gestión, los compañeros van a Lascano. 


Nosotros ya denunciamos a funcionarios de esa localidad por maltrato a la gente 
que va a hacer gestiones. Las personas que van a esa oficina son maltratadas. Muchos 
no saben de materia jubilatoria, piden que se les explique y los maltratan. Tuvimos una 
reunión en la que participaron funcionarios del BPS, les dijimos lo que pasaba y que se 
pusieran en el lugar de esa gente. Les preguntamos si no tenían padres, si no tenían 
madres, si no tenían abuelos, si creían que nunca iban a envejecer y sufrir lo que está 
sufriendo la gente allí. Para que la gente de Cebollatí pueda hacer los trámites jubilatorios 
tiene que viajar 70 kilómetros en ómnibus, que tiene un costo de $ 79; es un viaje de una 
hora. Á veces es difícil recorrer esos 70 kilómetros por problemas económicos o de salud. 


Se paga la jubilación en un hermoso lugar, el Centro MEC. Es un local con aire 
acondicionado, con mullidos sillones. Nosotros estamos de acuerdo con que los 
empleados trabajen cómodamente, pero ¿saben cuál es la contracara? Que los viejos 
que van a cobrar la jubilación están haciendo la cola en una vereda a la intemperie; si 
llueve, si hace frío, si hay sol, la gente tiene que hacer la cola en la calle. Hace un par de 
años murió una señora del corazón debido a una insolación. Pidieron que la dejaran 
entrar, pero dijeron que allí no podían hacer nada, que llamaran una ambulancia, y la 
mujer falleció en la vereda. Se juntaron firmas para encontrar una solución a este 
problema: un toldo, otro local. Se nos dijo que otro local significaba un gasto para el BPS, 
ese Banco de Previsión Social que patrocina un montón de cosas como, por ejemplo, el 
turismo de las chiquilinas que cumplen quince años. Para eso hay plata, y para fomentar 
eventos deportivos también, pero para resguardar a la gente que tiene que hacer la cola 
con 35* o 40%, o con 3* bajo cero, no hay dinero. Este problema no es solamente de 
seguridad social; es también de derechos humanos, de cómo destratan a la gente. 


Piden para entrar al baño -se va muchas más veces que cuando se era joven-, y no 
se lo permiten. Por tanto, los compañeros resolvieron que cuando alguien tenga 
necesidades, las va a hacer en la vereda. Y está bien porque el que nos falta el respeto 
primero es el Estado a través del Banco de Previsión Social. 


En Lascano hubo casos de pase a la Justicia por problema de testigos. Como decía 
nuestro compañero Reyes, puede que alguno se haga el vivo y quiera jubilarse sin 
merecerlo, pero el sistema de testigos en vez de ser lo bueno que patrocina el BPS a 
través de satinados panfletos, es una verdadera tortura. Se les pregunta cosas que no 
tienen nada que ver. 


En Libertad hay una señora de apellido De Armas que destrata a la gente. En la 
sucursal de la Unión hay un señor llamado Juan, de pelo blanco, y una señora Bianchi, 
que también destratan a la gente. Preguntan cosas que no tienen nada que ver con lo 
laboral. Por ejemplo, preguntan por la familia, hermanos, tíos, primos del dueño de la 
empresa. A mí lo que tienen que preguntarme es lo que yo hacía, en qué fecha lo hice, 
quiénes eran mis compañeros, quién era mi jefe, quién era mi capataz. En la sucursal de 
la Unión, un tal Juan -no conocemos el apellido porque lo resguarda muy bien- le 
preguntó a una compañera de qué partido político era. Ese señor tendría que tener un 
sumario con separación de cargo y ser destituido. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado con muchísima atención y es claro el 
planteo. Pero las acusaciones administrativas que forman parte de la casuística -que 
seguramente corresponderán, serán legítimas y probables- deben ser llevadas por los 
caminos correspondientes, es decir, los mecanismos administrativos de presentación 
frente al propio Banco de Previsión Social. El señor Morales ha hablado de atropellos a 
los derechos humanos. Esas son cuestiones penales; son cuestiones para la Justicia. 
También ha hablado de incumplimientos funcionales. Esas son cuestiones administrativas 
del Banco de Previsión Social. 


Nosotros lo seguimos escuchando con muchísima atención, pero tenga en cuenta 
que está relatando una serie de circunstancias que involucran a personas, de las que no 
se da su nombre, que no conocemos, que actúan en lugares en los que nosotros no 
estamos. Queremos ser el nexo con el BPS y ayudar en lo que tiene que ver con los 
planteos genéricos que el señor Morales ha realizado. Lo haremos con mucho gusto. 


Me quedo con los tres conceptos a los que ha hecho referencia: la prima, el caso 
Libertad y el caso Cebollatí, cada uno en su dimensión. Todos los detalles figuran en la 
versión taquigráfica. Haremos las averiguaciones correspondientes. 


Simplemente quería aclarar que hay otros ámbitos en los que se pueden hacer 
ciertos planteos. 


SEÑOR REYES.- Quiero agregar que hay tres estudios pedidos por la Dirección del 
BPS -uno de ellos a la Universidad de Salamanca, España; otro a la Universidad Católica 
del Uruguay, y un tercer estudio a una universidad de San Pablo- que demuestran el alto 
grado de deterioro del relacionamiento laboral de los funcionarios, en particular del BPS 
-estos estudios también refieren a ANCAP y UTE-, que consideran realmente grave. Se 
señala que el asedio laboral afecta hasta al 70% de los funcionarios. 


Sin duda, debe haber funcionarios trabajando bajo mucha presión, cumpliendo 
dictámenes, y descargan todo eso en personas que pudieron haber sido sus padres o sus 
abuelos, desde el punto de vista generacional. Realmente, en el trato al público se dan 
situaciones graves, tal como lo señala el señor Morales. 


Si tienen ocasión de leer el material a que hicimos referencia, verán que aporta 
mucho a lo que estamos diciendo. También hace referencia a los centros de asistencia, 
como Pacheco y Canzani. 


SEÑOR MORALES.- Yo fui funcionario público y sé qué sucede cuando se comete 
una falta administrativa; sé cuáles son los caminos que recorre la denuncia que se puede 
presentar. 


Quiero recordar una vez más que nosotros hemos denunciado en esta Comisión -el 
señor Presidente no la integraba en ese momento- que el señor Ernesto Murro -en este 
caso, estoy dando nombre y apellido- ha desacatado sentencias del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, que son inapelables. Al señor Walter González, funcionario 
de la OSE, prácticamente le estafaron su jubilación. Hay sentencia del TCA al respecto, 
pero el señor Ernesto Murro la mira y no la acata. Entonces, ¿qué suerte podemos tener 
nosotros al denunciar ante el mismo organismo a estos señores que creen que son los 
dueños de vidas y haciendas? Nosotros no vamos a recorrer ese camino. Además, para 
él no somos interlocutores válidos. 


A todo esto quiero agregar la excomulgación de la prensa, por estar amenazados 
con perder propaganda oficial. Cuando pregunté a un connotado periodista de los canales 
de aire de la televisión uruguaya -no voy a revelar su identidad, porque no juego con el 
trabajo de nadie- por qué no se había difundido una nota que nos había hecho, me 
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respondió que era inútil que nos hicieran notas porque el editor las cortaba. Entonces, 
pregunté: "¿Por qué las corta? ¿Nosotros tenemos bichos? ¿Qué hicimos?". Y me 
respondió: "Ustedes no tienen propaganda oficial". ¿Qué me estaba diciendo el señor 
periodista? Me estaba diciendo que el canal estaba amenazado con perder propaganda 
oficial si nos hacía notas. Con el Partido Colorado o el Partido Nacional en el Gobierno, 
nosotros estábamos en la televisión cada quince o veinte días. Sin embargo, hace meses 
o años que no estamos en la televisión. 


El pasado 25 de setiembre, día de lluvia, granizo y viento, cientos de queridos 
viejos, compañeros nuestros, rodearon el Palacio de los Tribunales. ¿Por qué? Porque 
estamos haciendo un juicio al BPS por el aguinaldo, el mismo aguinaldo que nos estafó la 
dictadura y que todos los partidos que han gobernado desde el retorno a la democracia 
hasta el día de hoy no nos han devuelto. Tendrían que haber visto a los compañeros; 
realmente, aquello conmovía. Cuando estábamos informando a los que no habían podido 
entrar al Palacio -que estaba lleno de jubilados-, tuve que pedirles que se resguardaran, 
porque granizaba. En otros tiempos, esa noticia hubiera conmovido a la sociedad 
uruguaya. Sin embargo, no había ningún medio de prensa. ¿Por qué? Porque están 
amenazados con perder propaganda oficial si nos hacen notas. 


Hay un desprecio tremendo hacia nuestra coordinadora por parte del Gobierno. No 
conversan con nosotros. Hasta mi ex querido amigo Jorge Bruni, siendo Ministro de 
Trabajo en el Gobierno del doctor Tabaré Vázquez nos dijo que no éramos interlocutores 
válidos. Y preguntamos: "¿Por qué no somos interlocutores válidos? Si ustedes hablan 
con el Partido Colorado, que perdió las elecciones; hablan con el Partido Nacional, que 
perdió las elecciones; hablan con el Partido Independiente, que perdió las elecciones; 
hablan con la Unión Cívica, que no sacó ni un portero en el Palacio Legislativo". Y eso no 
está mal. En el marco de la democracia, eso está bien. Lo que está mal es que no hablen 
con nosotros. 


Hemos pedido entrevista a Mujica, hemos pedido entrevista a un hombre que habla 
mucho, Cánepa, pero hasta el día de hoy estamos esperando que las concedan. Con 
nosotros no quieren conversar. Eso es una violación al sistema democrático de nuestro 
país. Y esto tiene nombre y apellido: Gobierno y BPS. 


Nosotros, contra el mundo -como decía al principio-, estamos representando a 
44.000 jubilados que nos votaron en las últimas elecciones para integrar el Directorio del 
BPS. Aunque solo representáramos a uno tendríamos que ser escuchados, pero 
representamos a más de cuarenta mil uruguayos que confiaron en nosotros, pese a que 
estábamos luchando contra el mundo. No somos reconocidos por el Gobierno; para los 
señores gobernantes no somos interlocutores válidos. 


Hay un diálogo -en realidad, nosotros decimos que es un monólogo- en materia de 
seguridad social, en el que interviene el señor Roberto Vaz en representación de los 
jubilados y un señor que conozco desde hace muchos años, cuando era un pinche en el 
BPS, y que hoy es Director Nacional de Seguridad Social. Este señor, muy enojado, con 
ganas de agredirnos, nos dijo que nosotros no éramos interlocutores válidos ante la 
comisión de diálogo social y que ellos únicamente reconocían a la Onajpu. De manera 
que de este diálogo participan la Onajpu, el PIT- CNT, el Gobierno y los empresarios. Eso 
es un monólogo que no ha dado ningún resultado. Los problemas que estamos 
denunciando aquí no están en esa comisión mal llamada de diálogo social. 


Nosotros estamos reclamando nuevamente la participación. Pedimos entrevista con 
la señora Ivonne Pandiani, que es quien dirige porque el señor Vaz está enfermo, pero 
hasta ahora no nos ha contestado. De todas maneras, vamos a seguir insistiendo. 
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Queremos denunciar también la estafa colosal del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. El Fonasa es una estafa. Obligan a la gente a meterse en el Fonasa. Yo renuncié; 
me llamaron, y me acosaron para que reconsiderara mi renuncia. 


A los empleados municipales les sacaron derechos que ya tenían por convenios que 
el sindicato había hecho anteriormente. Siendo dirigente de COFE, yo firmé un convenio 
con el Casmu, que implicaba una cantidad de beneficios, que les fueron quitados a los 
que se integraron al Fonasa; ahora les dan un mendrugo, les pagan la mitad de dos 
medicamentos por mes o algo así. 


Las personas jubiladas por dos Cajas o un jubilado de la Caja Civil que trabaja en 
una actividad de Industria y Comercio paga $ 3.000 o $ 3.500, mientras yo pago $ 1.500 
al Casmu. ¿Por qué paga ese monto? Porque le cobran por ambas partes. ¿Dónde va 
esa plata que cobran de más? ¿Va al Fonasa? ¿Va al Casmu? ¿Va a las mutualistas? Si 
yo tomo plata de una institución y no justifico adónde va, capaz que me llevan preso. 
Preguntamos a los señores Ministros de Economía y Finanzas y de Salud Pública adónde 
va esa plata. ¿Qué pasa con el 1% que nos cobran a los que renunciamos al Fonasa? 
Ese 1% era un aporte solidario que con mucho gusto hacíamos para aquellos que no 
podían pagarse una mutualista. Pero hoy ya todos están en el Fonasa, de "prepo". 


Está presente un compañero que se acercó a preguntarnos a qué corresponde el 
descuento de $ 403 que le hacen. El tenía una tarjeta gratuita en el Ministerio de Salud 
Pública, pero ahora no hay más tarjeta gratuita para los jubilados y los que trabajan. 
Antes no le cobraban nada; ahora, en una jubilación por discapacidad le están haciendo 
este descuento. 


Denunciamos esto como un robo, como una estafa, como una metida de manos en 
los bolsillos. Muchos de los que resolvieron esto junto conmigo, a través de la Mesa 
Representativa del PIT- CNT -que integré, cuando el PIT- CNT era otra cosa- 
reclamábamos un sistema único, nacional y estatal de salud. ¿Dónde está el sistema 
único, nacional y estatal de salud? Ahora hay un sistema de robo a los uruguayos en 
materia de salud. 


Quiero referirme también a la privatización acelerada de los cometidos del BPS. Se 
privatizaron los pagos. La gente cobra en Abitab, en ANDA. Para cobrar la jubilación en 
ANDA es necesario hacerse socio de la institución, pagando una cuota astronómica, 
independientemente del monto de la jubilación que cobre. 


Ha habido casos de robos en los Abitab, en los que roban el local y también a los 
jubilados que allí están. A Abitab le pagan un seguro, pero a los jubilados no les pagaron 
absolutamente nada. 


También quieren privatizar los préstamos. Algunos compañeros, locos de hambre, 
van a pedir un préstamo para pagar comida que ya comieron o para solucionar algún 
gasto por problemas de salud o de la casa -no los sacan para pasear- y resulta que ahora 
no solo curra el BPS, que está cobrando el 32% de tasa de interés anual, cuando solo 
debería cobrar un 2% o 3% para resguardar el capital y un 2% o 3% para los gastos 
administrativos, sino también los privados. El Banco República cobra el 38% de interés y 
las empresas privadas el 50%, el 67% o el 68%. El 99.99% de los jubilados está metido 
en todos los préstamos. Yo tengo dos préstamos del Banco República y uno del BPS. Y 
me aguanto para no ir a pedir un préstamo a la empresa privada; me dejo robar por los 
organismos oficiales, pero no por las empresas privadas. 


Esto también es responsabilidad del Parlamento. Se están entregando los 
cometidos del BPS en forma acelerada. En el año 2002, el Partido de Gobierno nos 
ayudó a concretar la Ley N* 17.550, de doble opción. Yo cobro mi jubilación donde quiero; 
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si quiero cobrarla en una empresa privada, lo hago. En el Gobierno del doctor Jorge 
Batlle querían pagarnos a través de los cajeros automáticos, pero derrotamos esa idea. 
Nos vetaron la Ley N* 17.550, pero luego levantamos el veto. Sin embargo, la gente no 
puede cobrar donde quiere. Si hoy quiero cobrar en el BPS no es posible porque no hay 
cupo y me mandan a cualquiera de las empresas privadas. Yo pregunto si los jubilados 
no se mueren, porque el BPS nunca tiene cupo. ¡Hasta en barracas de materiales de 
construcción se pagan las jubilaciones! 


Ni los funcionarios del BPS cobran en ese organismo; cobran en los bancos o en la 
DGI. El otro día fueron a devolver lo del Fonasa al Presidente de la República y le 
preguntaron a su señora si quería que también le pagaran a ella en el domicilio. Pero ella 
cobró en un Abitab de la calle Eduardo Acevedo, no en el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay muchos elementos volcados por el señor Morales que 
no tienen la precisión suficiente. Si están de acuerdo, la próxima semana les 
alcanzaremos la versión taquigráfica de la sesión de hoy para que ustedes la 
complementen con los elementos faltantes, información precisa, y la Comisión la enviará 
al Banco de Previsión Social. 


SEÑORA MALLO.- Siempre el Banco de Previsión Social fue un lugar de dolor. 
Cuando se festejaron los veinte años de la incorporación al Directorio de los Directores 
sociales lo expresé y me dijeron que no era tan así, que había cosas muy buenas, pero 
una secretaria de algún Director dijo que eso se decía porque los Directores van por otro 
ascensor, como diciendo que si fueran por el que tienen que ir oirían el dolor. 


A lo mejor habría que pedir un certificado de buena conducta, porque el que no 
estuvo preso trabajó. Se pedían tres testigos que conocieran a la persona de toda la vida. 
Yo conozco de toda la vida a una cantidad de personas; sé que nunca dejaron de 
trabajar, pero no sirvo como testigo porque tendría que saber en qué años trabajó, qué 
días, cómo era la casa donde trabajaba, etcétera. ¡Yo no visito las casas! 


Creo que se debería tomar de otra forma al testigo. Este se compromete a declarar 
la verdad, de buena fe, como lo establece el artículo 239 del Código Penal. Pero cuando 
uno sale de testigo le preguntan: "¿Usted vio por dentro la casa?", "¿Usted entró?", 
"¿Sabía lo que ella hacía ahí?", "¿Sabía cuál era la fábrica o si ella cortaba tal o cual 
cosa?". "Yo lo que sé es que salía todos los días, durante toda su vida". Entonces, el 
vecino ya no sirve de testigo porque no es eso lo que tiene que decir. El testigo debería 
conocer a la persona de toda la vida y saber que trabajó. Sería mucho más sensato a que 
uno le estuviera preguntando al testigo qué hizo la persona de tal a cual fecha. Creo que 
quien actúa mal se va a descubrir por otras cosas. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que cuando enviemos la versión taquigráfica al Banco de 
Previsión Social deberíamos pedirle que nos dé e información o que nos comente sobre 
las afirmaciones o las denuncias que aquí se han puesto arriba de la mesa. Hay muchas 
afirmaciones de enorme gravedad; para mí sería faltar a los deberes de mi función como 
parlamentario no recabar de parte de la Administración una respuesta, un comentario o 
las apreciaciones que considera debe hacer sobre todo eso. 


Me consta que lo que decía el señor Morales es cierto en cuanto a que el Banco de 
Previsión Social se afilia al criterio de dialogar con la organización más representativa, 
pero representativas son todas. Por lo menos hay tres organizaciones nacionales de 
jubilados y pensionistas, y el Banco de Previsión Social debería hablar con todas; sin 
embargo, no habla con todas, sino solo con la que ganó las elecciones en el Banco de 
Previsión Social. Yo no comparto este criterio. Entonces, si la Comisión de Seguridad 
Social sirve para intermediar a los efectos de que las otras organizaciones también 
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puedan hacer llegar sus reclamos, me parece que estaríamos cumpliendo una función 
muy importante. 


SEÑOR MORALES.- Les agradecemos que nos hayan recibido. La señora Diputada 
Mallo hablaba del vigésimo aniversario de la integración de los Directores sociales al 
Directorio del Banco de Previsión Social. Fuimos invitados a la conmemoración que hizo 
la Cámara de Representantes, pero no al festejo oficial. Como respuesta a ello, cuando 
vinimos al homenaje de la Cámara de Diputados, escuchamos las palabras del 
Presidente de la Comisión, el señor Diputado López Villalba, pero cuando iba a hablar el 
señor Murro, nos fuimos porque para nosotros él tampoco es un interlocutor válido. 


Repito que hemos venido reiteradamente a esta Comisión y en reiteradas ocasiones 
hemos pedido al señor Murro que conteste. Nunca nos enteramos si contestó o no. 
Cuando la prensa le pregunta algo de nosotros él dice: "Yo no sé si existe la 
Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay". Tenemos pruebas de que él 
sabía que existía porque iba a nuestra casa muy a menudo, cuando no era Gobierno el 
partido al cual él pertenece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por venir. 


Se levanta la reunión. 


